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EXCUSACIÓN . Fiscal ante la Corte.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada a fs. 192 por la Sra. Fiscal ante la Corte Nº 
2, Dra. Patricia Josefina Di Paolo, y remitir los autos al Sr. Procurador General de la Provincia, a sus efectos 
(art. 164 de la Constitución Provincial y 22 de la Ley 7328).   
DOCTRINA: Corresponde aceptar la excusación de la Sra. Fiscal ante la Corte que invoca una relación de 
íntima amistad de larga data con la denunciante, porque las razones invocadas constituyen una circunstancia 
objetiva taxativamente prevista en el artículo 53 inciso n, en función del artículo 55 del Código Procesal Pe-
nal. 
       La Corte ha venido expidiéndose respecto de las excusaciones formuladas por los representantes del 
Ministerio Público Fiscal que ante ella actúan, al aceptar o rechazar de manera directa tales pedidos de apar-
tamiento, y disponiendo, en el primer caso, la remisión de los autos a dicho organismo a los fines del artículo 
22 de la Ley 7328. 
       Si bien la función del fiscal en el proceso no es jurisdiccional, sino que consiste en “un deber legal” 
de emitir un dictamen no vinculante acerca de la procedencia de las cuestiones debatidas en la causa, el pedi-
do de apartamiento debe ser analizado con mayor rigor, de modo que se configure el motivo taxativamente 
enumerado en el artículo 55 del Código Procesal Penal. (Del voto de los Dres. Cornejo, Kauffman, Posadas y 
Samsón) 
             Cuando el planteo de inhibición se formula por miembros del Ministerio Público Fiscal, de acuerdo a 
lo preceptuado en el artículo 86 del Código Procesal Penal, que hace extensiva la aplicación del artículo 53 a 
ellos, y en tanto dicha norma no establece un procedimiento específico, corresponde observar un trámite análo-
go al que señala el artículo 57 de ese ordenamiento para los casos de excusación de jueces. 
         El fiscal inhibido deberá remitir directamente las actuaciones a quien por vía reglamentaria corres-
ponde reemplazarlo a los fines previstos en el artículo 22 de la Ley 7328. Este mecanismo evita un desgaste 
jurisdiccional innecesario, en el supuesto de no controvertirse la inhibición por el fiscal reemplazante -como 
ocurre en la mayoría de las veces-, quedando consolidada la actuación de este último sin necesidad de una 
decisión judicial. (Del voto de los Dres. Catalano, Vittar y Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar    DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “INCIDENTE DE APELACIÓN PRESENTADO POR EL DR. PALMIER, DA-
RÍO FRANCISCO – RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD PENAL” (Expte. Nº 
CJS 37.955/15)  (Tomo 202: 995/1000 –18/ diciembre /2015) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO . Acordada de la Corte 11.224. 
Requisitos formales de interposición de la queja.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de revocatoria interpuesto a fs. 10 y vta.  
DOCTRINA: Corresponde rechazar el recurso de revocatoria interpuesto contra la providencia que rechaza 
“in limine” la queja articulada, si el quejoso omitió acompañar la resolución del Tribunal de Impugnación 
regulatoria de los honorarios que cuestiona por vía del recurso de inconstitucionalidad, a la que se refiere en el 
escrito de interposición de la queja, como así también omitió adjuntar la regulación de honorarios efectuada 
por el Juez Correccional y tampoco adjuntó el escrito en el que se dedujo el recurso ni las contestaciones del 
traslado corrido a los demás interesados, por lo que la constancia de la denegación del recurso de inconstitu-
cionalidad interpuesto y su notificación devienen insuficientes a los fines de considerar admisible la queja. 
            Si bien la actividad recursiva es un derecho que asiste a las partes de un proceso, éste debe traducirse 
en instancias razonadas, motivo por el que ese poder de impugnación se encuentra reglamentado bajo el cum-



plimiento de una serie de requisitos formales para su presentación, pues su ausencia generaría dispendios 
jurisdiccionales que podrían afectar la correcta administración de justicia. 
          La Acordada Nº 11224 (B.O. Nº 18884 del 6-VIII-12) fue dictada en el marco del artículo 153, apar-
tado I, inc. b) de la Constitución Provincial y del artículo 4 del C.P.P. a los fines de determinar los requisitos 
formales de admisibilidad de la queja y de esa manera brindar mayor celeridad y eficacia al trámite de la pro-
testa para evitar dispendios jurisdiccionales que puedan afectar el correcto desenvolvimiento procesal. 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.   DOCTRINA: Dra. Galli   CAU-
SA: “GARAY AYARDE, PEDRO SEBASTIÁN – INCIDENTE DE REGULACIÓN DE 
HONORARIOS - QUEJA POR REC. DE INCONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 
37.928/15) (Tomo 202: 423/428 - 19 /noviembre/ 2015) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO . Adecuada fundamentación. 
Suspensión del juicio a prueba, plazo para su presentación.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR a la queja interpuesta a fs. 81/97 y, en su mérito, declarar mal 
denegado el recurso de inconstitucionalidad y requerir a la Sala II del Tribunal de Impugnación que remita los 
autos a esta Corte.  
DOCTRINA: Corresponde admitir la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado deducido contra la 
resolución que al rechazar los recursos de apelación e inconstitucionalidad, confirmó el rechazo por extempo-
ráneo del pedido de suspensión del juicio a prueba y la inconstitucionalidad de los artículos 278 y 425 del 
Código Procesal Penal, si el impugnante ha efectuado una correcta relación entre la materia de que se trata y 
los derechos constitucionales que considera conculcados y los agravios formulados poseen entidad “prima 
facie” como para habilitar el control de constitucionalidad por la vía del remedio intentado. 
          El tribunal no debe limitarse a denegar o conceder mecánicamente el recurso de inconstitucionalidad 
sino que, valorando los agravios desde la óptica del recurrente, debe efectuar un juicio de probabilidad sobre 
la afectación de principios constitucionales. 
          A la luz de dicho criterio, los agravios expuestos por los impugnantes han de ser valorados en abs-
tracto, sin perder de vista los derechos de jerarquía constitucional que se dicen infringidos. (Del voto del Dres. 
Vittar, Catalano, Kauffman, Posadas) 
               Corresponde el rechazo de la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, pues si bien los 
presentantes han cuestionado en las diferentes instancias la constitucionalidad del plazo contemplado en los 
artículos 278 y 425 del Código Procesal Penal, soslayaron los fundamentos desarrollados al respecto en la 
resolución del Tribunal de Impugnación, limitándose a reiterar los planteos y argumentaciones efectuados en 
el recurso de apelación, analizadas por el sentenciante de grado, sin hacerse cargo de controvertir los razona-
mientos contenidos en la decisión impugnada. 
        Una nota esencial de la queja es el desarrollo de la critica demostrativa de la errónea denegatoria de 
la vía recursiva, en tanto allí se debe acreditar que el “a quo” ha incurrido en un error al vedar el acceso a la 
instancia superior. (Del voto del Dr. Díaz) 
              Es competente para intervenir la justicia federal, si en el caso el procedimiento se produjo sobre una 
ruta nacional, lo cual invalida todo lo actuado, debido a que el juez que intervino no tenía competencia sobre 
el lugar en que ocurrieron los hechos. 
        La competencia es una medida de la jurisdicción, por lo cual en todo aquello que no le ha sido atri-
buido, un juez sigue teniendo jurisdicción, pero si resulta incompetente, debe declararse la nulidad de todo lo 
actuado. 
         La competencia federal es improrrogable e inalterable. 
         A los fines de establecer cuál es el juez competente para investigar el hecho presuntamente delictuo-
so debe determinarse el lugar de su comisión, pues la competencia penal por razones territoriales se establece 
atendiendo al lugar donde se ha consumado. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.     DOCTRINA: Dra. Galli  CAU-
SA: “C/C CARABAJAL, GUSTAVO GABRIEL; FERNÁNDEZ, KEVIN ANTONIO – 
QUEJA POR REC. DE INCONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 37.797/15) (Tomo 202: 
287/304 - 12 /noviembre/ 2015) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO . Improcedencia. Acordada 
11224 de la Corte; requisitos formales. Ausencia de sentencia definitiva. Resoluciones que obligan a conti-
nuar sometido a proceso penal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado 
interpuesta a fs. 22/26 vta.  
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, si de las 
copias acompañadas surge que el quejoso omitió dar cumplimiento a lo dispuesto en el inciso 7º del apartado I 
de la Acordada 11224 de la corte, pues no incorporó la constancia de notificación de la resolución dictada en 
segunda instancia, y a ello se suma que la resolución cuestionada no constituye sentencia definitiva a los fines 
del recurso de inconstitucionalidad. 



            La queja debe revestir el carácter de autosuficiente, y que es carga de la parte acompañar las constan-
cias de la causa que resulten necesarias para su examen. (Del voto de los Dres. Samsón, Vittar, Díaz, Kauff-
man, Catalano, Cornejo y Posadas) 
              Se debe rechazar la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, si además de los defectos de 
orden formal de los que adolece la presentación a tenor de la Acordada 11224, la resolución cuestionada con-
siste en una confirmatoria del tribunal de apelación de una resolución de prosecución del proceso, por lo cual 
no9 es sentencia definitiva. 
            Las resoluciones que obligan a continuar sometido a proceso no resultan equiparables a sentencia 
definitiva. 
            El recurso de inconstitucionalidad resulta de carácter excepcional y de interpretación restrictiva. Su 
admisión se circunscribe a los supuestos en que una cuestión constitucional, oportunamente introducida, de-
viene esencial para la resolución de la causa. 
            El derecho impugnativo de las partes en el proceso penal no es ilimitado, sino que se encuentra con-
cretamente condicionado por un conjunto de pautas relacionadas a la formal interposición y a la impugnabili-
dad objetiva y subjetiva, cuya falta de acatamiento produce la inadmisibilidad del planteo. (Del voto de los 
Dres. Catalano, Cornejo y Posadas) 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C GUANTAY, ALDO YAMIL; GALLO, RICARDO GASTÓN; SORIA, 
DANIEL ALEJANDRO; LÓPEZ, GUILLERMO GERMÁN – QUEJA POR REC. DE 
INCONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 37.919/15) (Tomo 202: 605/614 - 23 /noviembre/ 2015) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO . Improcedencia. Acordada 
11224 de la Corte; requisitos formales. Falta de fundamentación autónoma suficiente. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado 
interpuesta a fs. 11/12 vta.  
DOCTRINA: Corresponde rechazar la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, si la quejosa omi-
tió acompañar la copia de las resoluciones de primera y segunda instancia, del escrito en el que se dedujo el 
recurso, de la contestación del traslado corrido a los demás interesados en forma previa a la resolución que se 
impugna y de las constancias de notificación de cada una de las resoluciones de primera y segunda instancia; 
recaudos previstos en el apartado I, puntos 2, 4, 5 y 7 de la Acordada 11224. 
         Mediante Acordada 11224 (B.O. Nº 18.884, de fecha 6/8/12), la Corte de Justicia precisó los recau-
dos necesarios que deben contener los escritos mediante los cuales se interpone la queja en el proceso penal. 
          Corresponde desestimar la queja si el recurso extraordinario, cuya denegación la origina, no cumple 
con el requisito de fundamentación autónoma suficiente. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas   DOCTRINA: Dra. Galli   CAU-
SA: “C/C ROMERO, DIEGO ARGENTINO; ORELLANA, DANIEL MARCOS – QUE-
JA POR REC. DE INCONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 37.850/15) (Tomo 202: 339/344 
- 17 /noviembre/ 2015) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO . Improcedencia. Falta de 
debida fundamentación. Cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado 
interpuesta a fs. 45/53.  
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, si no se al-
canza a exponer de forma fundada una cuestión constitucional tal como lo exige la ley, en virtud de que los 
agravios de la defensa ponen de manifiesto que los temas debatidos y resueltos en el proceso remiten al análi-
sis de cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal, ajenas, por principio, a la vía extraordinaria. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas    DOCTRINA: Dra. Galli  CAU-
SA: “C/C GONZÁLEZ, DIEGO ALEJANDRO – QUEJA POR REC. DE INCONST. DE-
NEGADO” (Expte. Nº CJS 37.872/15) (Tomo 202: 175/182 - 09 /noviembre/ 2015) 
  
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO . Improcedencia. Falta de 
debida fundamentación; garantía de la doble instancia. Plazo de la IPP; artículo 9 de la Ley 7799. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado 
interpuesta a fs. 11/14 vta.  
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, si los funda-
mentos de la resolución cuestionada, que la impugnante no logra rebatir, cuentan con bases suficientes y no se 
hallan reñidos con los principios de juridicidad y logicidad normalmente esperables y además, se ha cumplido 
con la necesaria revisión de la resolución cuestionada, en razón de haber intervenido el tribunal de apelación 
al que accedió el impugnante haciendo uso de la vía ordinaria, lo que le permitió discutir cuestiones de hecho 
y de derecho y garantizar el derecho a la doble instancia. 
           En materia penal, el recurso de inconstitucionalidad local es el medio para impugnar las sentencias u 



otros pronunciamientos jurisdiccionales con carácter de definitivos dictados por el tribunal de juicio, invocan-
do un motivo especialísimo de derecho consistente en una cuestión de inconstitucionalidad. (Del voto de los 
Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Posadas y Vittar) 
              Debe hacerse lugar al queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, pues la nueva redacción 
del artículo 256 del Código Procesal Penal perjudica la situación procesal del acusado lo que no ocurriría si se 
aplicara el artículo 256 según la Ley 7690.              
            Dado que en el nuevo esquema que diseña la Ley 7799 (artículos 5, 7 y 9), por imperativo de la mo-
dificación que hace de los artículos 241, 245 y 256 del Código Procesal Penal (Ley 7690), el punto de partida 
para contar el plazo previsto para la investigación penal preparatoria es un acto procesal indeterminado, se 
lesiona la garantía del plazo razonable y con ello la reforma significa un retroceso incompatible con el princi-
pio de progresividad o no regresividad que rige en materia de derechos humanos. 
             El artículo 9 de la Ley 7799 abroga la posibilidad de la persona acusada de poder ser investigada en 
un plazo razonable al otorgar la facultad al Ministerio Público Fiscal de extender el plazo para llevar a cabo la 
investigación penal preparatoria de manera discrecional e indeterminada toda vez que cuenta con la posibili-
dad de citar a prestar declaración indagatoria al acusado cuando lo crea conveniente y sin límites, de forma tal 
que el inicio del plazo para la investigación queda sujeta a voluntad del órgano acusador. (Del voto de la Dra. 
Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Vittar    DOCTRINA: Dra. Galli  CAU-
SA:“PLAZA AMADO, ALFREDO EDUARDO – QUEJA POR REC. DE INCONST. 
DENEGADO” (Expte. Nº CJS 37.781/15) (Tomo 202: 255/266 - 12 /noviembre/ 2015) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO . Procedencia. Lesión a la 
garantía del debido proceso; derecho del imputado de elegir su defensor.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR a la queja interpuesta a fs. 28/33 y, en su mérito, declarar mal 
denegado el recurso de inconstitucionalidad y requerir a la Sala I del Tribunal de Impugnación que remita los 
autos a esta Corte.  
DOCTRINA: Corresponde hacer lugar a la queja, si la resolución denegatotia del recurso de inconstituciona-
lidad omite analizar los fundamentos expuestos por la quejosa en torno a la facultad de elegir soberanamente a 
su defensor, elección que se basa en la confianza y no puede ser impuesta por un tercero extraño al fuero 
íntimo del imputado, por lo cual, la decisión aparece como una indebida restricción de la vía utilizada por la 
impugnante porque revela un tratamiento inadecuado de la cuestión y una lesión a la garantía del debido pro-
ceso.  
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Díaz, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: “INCIDENTE 
DE INHIBICIÓN PRESENTADO POR EL DR. FEDERICO DIEZ – JUZ. DE TRANSI-
CIÓN 4ª NOM. EN CAUSA 22326/11 SEGUIDA CONTRA N.N. (PERSONA A INDI-
VIDUALIZAR EX–MINISTRO DE LA PRODUCCIÓN Y EL EMPLEO Y/U OTROS 
PARTICIPANTES) POR ABUSO DE AUTORIDAD Y FRAUDE A LA ADMINISTRA-
CIÓN PÚBLICA EN PERJUICIO DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA  – QUEJA 
POR REC. DE INCONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 37.587/14)  (Tomo 202: 245/250 - 
12 /noviembre/ 2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Absolución, principio de la duda; delito de hurto impropio de automotor; 
motivación de la sentencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 1402/1405 vta. y 
1406/1411 vta. 
DOCTRINA: Deviene acertada la invocación de la duda como causal de absolución frente al delito de hurto 
impropio de vehículo automotor, si en el caso el estado de incertidumbre viene abonado por la vaguedad de 
los dichos de la denunciante, por las contradicciones existentes entre los relatos dispares de los diversos testi-
gos indirectos del hecho, por la falta de adecuada corroboración probatoria de su acusación y por las caracte-
rísticas de relativa conflictividad que signaran la relación preexistente entre ella y su entorno familiar. 
            Si la acusación de la denunciante carece del debido fundamento probatorio como para conmover el 
estado de inocencia que ampara al encausado, se refuerza la vigencia del principio que lo sustenta a través de 
la operatividad de la máxima “in dubio pro reo”. 
           Toda vez que la hipótesis acusatoria admita razonablemente y como probables más de una secuencia 
o plataforma factual, corresponderá negar su endeble verosimilitud y garantizar el derecho del imputado a la 
verdad como condición y presupuesto ineludible de la destrucción legítima de su estado de inocencia y del 
consecuente dictado de una sentencia condenatoria regular. (Del voto de los Dres. Posadas, Samsón, Vittar, 
Díaz y Kauffman) 
               Corresponde declarar la nulidad de la sentencia que absuelve al acusado del delito de hurto impropio 
de vehículo automotor, si el tribunal de juicio ha omitido el desarrollo de la operación lógica de valoración de 
prueba y evadió la dilucidación precisa de aspectos cruciales para atribuir o no responsabilidad penal al acu-
sado. 



            En resguardo de los particulares y de la sociedad contra las decisiones arbitrarias, los jueces tienen el 
deber de motivar sus decisiones, lo que importa exponer los argumentos fácticos y jurídicos que justifican la 
resolución. 
            La labor del tribunal debe traducirse en un esfuerzo intelectual tendiente a derivar de las probanzas 
arrimadas una consecuencia acorde con las reglas de la sana crítica racional, a cuyo fin han de tomarse en 
cuenta todos y cada uno de los elementos que puedan reputarse decisivos para establecer la verdad de lo acon-
tecido. (Del voto de los Dres. Catalano y Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C FONT, ROLANDO RUBÉN - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° 
CJS 37.296/14)   (Tomo 202: 749/774 – 01/ diciembre /2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Cuestión abstracta. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR abstracta la cuestión planteada en el recurso de casación interpues-
to a fs. 93/98.  
DOCTRINA: Corresponde declarar abstracta la cuestión planteada en el recurso de casación, si las partes han 
arribado a un acuerdo en relación a la cuestión que motivó el planteo, ya que no es posible que los jueces 
resuelvan cuestiones que en el curso del proceso han quedado abstractas o vacías de contenido, o para respon-
der a un interés meramente académico. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Díaz, Kauffman, Samsón –Jueces de Corte-, Edgardo F. Albarracín –Juez del tri-
bunal de Impugnación llamados a integrar-, Pablo Farah –Juez del Tribunal de Juicio llamado a integrar-. 
DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA:“INCIDENTE DE REGULACIÓN DE HONORARIOS SO-
LICITADO POR EL INGENIERO JAVIER A. BALDI - RECURSO DE CASACIÓN” 
(Expte. N° CJS 36.898/13) (Tomo 202: 23/28 - 05 /noviembre/ 2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Sobreseimien-
to por prescripción de la acción penal, inicio del cómputo del plazo, carácter permanente del delito. Interés 
superior del niño.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 56/57 vta.  
DOCTRINA: Se ajusta a derecho la resolución que rechaza el pedido de sobreseimiento por prescripción 
respecto del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, si el lapso temporal quedó preci-
sado por el acto requirente y de las actuaciones surge la continuación del estado consumativo del delito y su 
prolongación en el tiempo pues las reiteradas inasistencias del imputado frente a los diversos llamados juris-
diccionales le impiden invocar válidamente la garantía de la duración razonable del proceso, toda vez que su 
prolongación obedeció, en definitiva, a su propia conducta evasiva, sin que mediara afectación a sus derechos 
ni dilación o denegación alguna del trámite por parte de los órganos judiciales actuantes. 
           El delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar es doloso, de mera inactividad y de 
carácter permanente. Es indispensable para que el tipo se realice que la omisión de prestar alimentos se pro-
longue en el tiempo y se mantenga en ese estado antijurídico. 
           El bien jurídico protegido por la Ley 13944 es el núcleo familiar o cuasifamiliar, pues la familia, 
como forma primera de comunidad social dentro de la cual la persona humana nace, se desarrolla y educa, 
tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado. (Del voto de los Dres. Samsón, Vittar, Cornejo y 
Kauffman) 
              Se debe confirmar la resolución que rechaza el pedido de sobreseimiento por prescripción de la ac-
ción penal respecto del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, si conforme a las cons-
tancias obrantes de la causa, no existe prueba sobre el cese de la consumación del ilícito. 
            En el delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, el curso de la prescripción se 
inicia cuando se acredita que dejó de cometerse. 
            Conforme la naturaleza del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, es de 
carácter permanente. Supone esta figura el mantenimiento de una situación típica por la voluntad del autor 
durante un lapso en el que se sigue realizando el tipo, por lo que el delito continúa consumándose hasta que 
cesa la situación antijurídica. 
           Esta solución cumple con ser la que mejor contempla el interés superior del niño en todas las deci-
siones a tomar. (Del voto del Dr. Cornejo) 
              Por el carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, el 
curso de la prescripción se inicia cuando se acredita que dejó de cometerse.   
           El incumplimiento de los deberes de asistencia familiar es un acto voluntario de abandono que impli-
ca para los hijos e hijas pérdida, desvalorización, desprotección y carencia afectiva de quien se niega a cum-
plir con sus responsabilidades paterno/materno filiales, con el agravante que ello conlleva cuando se trata de 
hijos/as menores de edad, por la situación de mayor vulnerabilidad en que la minoría de edad coloca a las 
personas de cara a sus reales posibilidades de autovalimiento y autodeterminación. 
    El incumplimiento de los deberes de asistencia filial es una forma de violencia familiar, que afecta 
directamente a niñas, niños y adolescentes, en tanto lisa y llanamente avasalla sus derechos a una vida psicofí-
sica, emocional y material plena. 



       Desde la inicial verificación del incumplimiento hasta la cesación de la permanencia, perdura la 
consumación. 
       Corresponde asegurar el interés superior del niño/a, y asegurarles la protección y el cuidado que sean 
necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus padres, tutores y otras personas 
responsables de él ante la ley. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
                Corresponde dejar sin efecto la resolución que rechaza el pedido de sobreseimiento por prescripción 
respecto del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, si conforme a las constancias de la 
causa la acción penal se encontraba largamente extinguida por haber transcurrido en exceso el máximo de la 
pena prevista para el delito imputado. 
    No obstante el carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia fami-
liar, a los fines del inicio del curso de la prescripción no es dable trasponer los límites señalados en el reque-
rimiento fiscal y acudir a una presunción de continuación que se extienda durante todo el trámite del proceso, 
provocando que este tipo de ilícitos se conviertan en infracciones prácticamente imprescriptibles. 
    En tanto se pretenda influir en el curso de la prescripción más allá de los límites del acto requirente, 
será necesario que éste se reedite. (Del voto de los Dres. Catalano, Posadas y Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Vittar.    DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C VARELA, ABEL FEDERICO – RECURSO DE CASACIÓN”(Expte. Nº 
CJS 37.656/15)  (Tomo 202: 523/546 - 23/noviembre/2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de tenencia de estupefacientes con fines de comercialización. Figura 
del arrepentido, artículo 29 ter de la Ley 23737. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 274/277.  
DOCTRINA: El arrepentido es el sujeto imputado de cualquier delito de tráfico de droga que brinda a la auto-
ridad judicial información acerca de la identidad de los coautores, partícipes o encubridores de los hechos 
investigados u otros conexos, o información que permita el secuestro de sustancias, bienes, etc., provenientes 
de los delitos del tráfico, beneficiándose con la eximición o disminución de la pena. 
         No corresponde la aplicación automática del artículo 29 ter de la Ley 23737 a todos los supuestos en 
que el acusado ha brindado uno o más datos relacionados con la investigación del hecho que se imputa. Sólo 
procede cuando, luego del análisis correspondiente, se acredita que los datos proporcionados sean efectiva-
mente útiles para la individualización de personas cuya responsabilidad en el hecho sea superior a la del arre-
pentido, Y su aporte será significativo si modifica decisivamente el curso de la investigación. (Del voto de los 
Dres. Samsón, Vittar, Díaz, Kauffman y Posadas) 
              Las fuerzas policiales y de seguridad tienen el deber y la obligación de buscar testigos civiles, que 
nada tengan que ver con la fuerza interviniente para llevar a cabo un procedimiento. De lo contrario la omni-
potencia del Estado se vería reflejada en la disminución de los derechos de las personas máxime en materia 
penal, en donde las consecuencias de un proceso errado puede aparejar consecuencias irreparables para la 
reputación y la honra de una persona. 
         Las denuncias anónimas, el arrepentido, el agente encubierto, la entrega controlada, la guarda de 
identidad de los testigos, entre otras figuras, conllevan la imperiosa necesidad de una utilización en la que se 
deben extremar los cuidados, pero nada de ello es posible si, durante el proceso, la única versión posible para 
contrarrestar es solamente la de los preventores. Los testigos civiles, e independientes, hacen a la esencia de 
los principios de inocencia y de culpabilidad, indispensables para que el Estado de derecho no se torne en 
utópico.  
        Con la tenencia con fines de comercialización se castigó un acto preparatorio, porque en el dolo del 
autor en los delitos de tráfico subyace el propósito de lucro por encima de cualquier otra intención, razón por 
la cual, demostrar que la tenencia no era con estos fines se torna particularmente complejo, en virtud de que la 
propia ley califica un obrar de manera genérica, dando por sentado cuál es el fin que persigue el autor. Es 
decir que se castiga la ultraintencionalidad del autor, que es precisamente lo que torna inconstitucional la 
figura, debido a que al autor de un delito no puede atribuírsele, allende el dolo, ningún otro recaudo que la 
propia definición del delito, como hecho antijurídico. (Del voto de los Dres. Catalano y Cornejo)   
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C CRUZ, SERGIO EMANUEL; QUINTEROS, CARINA – RECURSO DE 
CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 37.318/14) (Tomo 202: 41/70 -  06 /noviembre/ 2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de tenencia simple de estupefacientes. Absolución. Inconstitucionalidad 
del artículo 14, segundo párrafo de la Ley 23737. Derecho a la privacidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 346/347 vta. y, en su 
mérito, revocar la sentencia de fs. 311 y absolver de culpa y cargo al Sr. Nicolás Alfredo Luna, de las demás 
condiciones personales obrantes en autos. 
DOCTRINA: Corresponde revocar la sentencia que condena al acusado por el delito de tenencia simple de 
estupefacientes y absolverlo de culpa y cargo, si desconoce la vigencia de normas de jerarquía constitucional 
que resultan aplicables al caso y omite valorar que la cantidad de marihuana incautada, el contexto en el que 
fue cumplida la medida y el cuadro de adicción que padecería el imputado, según sus propios dichos, son 



elementos que permiten sostener razonablemente la finalidad o mera conducta de consumo y no existen indi-
cios razonables para presumir finalidad de difusión. 
           Es inconstitucional el artículo 14, segundo párrafo de la Ley 23737, pues conculca el artículo 19 de 
la Constitución Nacional, en la medida en que invade la esfera de la libertad personal excluida de la autoridad 
de los órganos estatales, y en cuanto incrimina la tenencia de estupefacientes para uso personal que se realice 
en condiciones tales que no traigan aparejado un peligro concreto o un daño a derechos o bienes de terceros. 
             No cabe penalizar conductas realizadas en privado que no ocasionan peligro o daño para terceros. 
Los argumentos basados en la mera peligrosidad abstracta, la conveniencia o la moralidad pública no superan 
el test de constitucionalidad. 
           No es posible sostener que la mera tenencia de estupefacientes para consumo personal atente de 
forma alguna contra la salud pública. Al no existir un agravio al bien jurídico tutelado, la incriminación de la 
tenencia de estupefacientes para consumo personal atenta contra el principio de lesividad del derecho penal.  
           Al tratarse la simple tenencia de estupefacientes de un tipo de peligro abstracto y aun cuando éste se 
proyecte a modo de presunción legal, su aplicación, para no controvertir mandatos constitucionales, se en-
cuentra supeditada a que las circunstancias específicas de cada caso demuestren que la tenencia crea un riesgo 
penalmente relevante para la salud pública que excede el ámbito de intimidad y puede afectar al orden público 
o a terceros. 
           El primer párrafo del artículo 19 de la Constitución Nacional consagra la limitación a la injerencia 
del poder más definitoria del modelo de Estado que regula: las acciones que no lesionan a nadie están fuera de 
toda ingerencia estatal. Esta reserva está referida a todo ejercicio de poder estatal, aunque interesa principal-
mente al poder punitivo. 
           El derecho a la privacidad es un derecho inscripto en la Constitución Nacional, así como también en 
los artículos 11.2 y 3 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues es fundamental para la 
existencia de una sociedad libre. 
            El principio de dignidad del hombre, proclamado en el sistema internacional de derechos humanos 
(Preámbulo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y de la Convención Americana), consa-
gra al hombre como un fin en sí mismo y se opone a que sea tratado utilitariamente. Parece dudosa la compa-
tibilidad de tal principio con los justificativos de la Ley 23737 respecto de la conveniencia, como técnica de 
investigación, de incriminar al consumidor para atrapar a los verdaderos criminales vinculados con el tráfico 
de estupefacientes. 
             La conducta realizada en privado es lícita, salvo que constituya un peligro concreto o cause daños a 
bienes jurídicos o derechos de terceros; en tanto toda persona adulta es soberana para tomar decisiones libres 
sobre el estilo de vida que desea. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, Samsón y Vittar) 
              Corresponde condenar al acusado como autor del delito de tenencia de estupefacientes para consumo 
personal, si se tiene en cuenta que, además de la cantidad de droga secuestrada y la calidad de consumidor del 
imputado, no residía solo en el domicilio, sino que compartía la vivienda con ambos padres y tres hermanas 
según el informe ambiental, lo cual sin dudas ha aparejado un peligro concreto de generar un daño a los dere-
chos y bienes de terceros, constituyendo así un riesgo a la salud pública.  
           Los jueces de la causa deberán analizar en el caso concreto si la tenencia de estupefaciente para con-
sumo personal se realizó en condiciones tales que trajo aparejado peligro concreto o daños a bienes o dere-
chos de terceros, que le quiten al comportamiento el carácter de una acción privada protegida por el artículo 
19 de la Constitución Nacional. (Del voto de los Dres. Díaz, Kauffman y Posadas) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar.   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C LUNA, NICOLÁS ALFREDO – RECURSO DE CASACIÓN”    (Expte. 
Nº CJS 37.394/14) (Tomo 202: 77/108 - 06 /noviembre/ 2015)  
 
RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD . Allanamiento; delito de tenencia de estupefacientes con 
fines de comercialización. Nulidades procesales. Excesivo rigor formal en la interpretación de la ley proce-
sal.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de inconstitucionalidad interpuesto a fs. 170/172 
vta. y, en su mérito, dejar sin efecto la resolución de fs. 161/166 vta.  
DOCTRINA: Debe hacerse lugar al recurso de inconstitucionalidad deducido contra la resolución que declaró 
la nulidad del allanamiento decidida por el Tribunal de Impugnación, que se funda en razones de un rigorismo 
excesivo en la interpretación de la ley procesal, por lo cual no resulta una derivación razonada del derecho 
vigente. 
           No obstante que los pronunciamientos que decretan nulidades procesales no constituyen, como prin-
cipio, decisiones equiparables a sentencia definitiva, se debe hacer excepción a esa regla y admitirse el recur-
so extraordinario cuando, sobre la base de consideraciones rituales insuficientes, se han dejado sin efecto 
actuaciones regularmente realizadas en un juicio criminal, y el agravio expuesto no podría ser objeto de repa-
ración ulterior. 
           Conforme a la influencia decisiva sobre la prueba que conlleva la regularidad o irregularidad de un 
allanamiento de morada en un delito de tenencia de estupefacientes con fines de comercialización, la resolu-
ción al respecto puede tornar imposible la continuación de las actuaciones, ocasionando un agravio de insufi-



ciente o tardía reparación. 
             Los actos procesales serán nulos sólo cuando no se hubieran observado las disposiciones expresa-
mente prescriptas bajo sanción de nulidad. 
              El allanamiento de domicilio en horas de la noche es excepcional, debiendo el magistrado fundar la 
decisión. 
              La forma deficiente de precisar el día o días del allanamiento, que no constituye un obstáculo para 
establecerlos en la práctica, carece de la intensidad en orden a afectar principios constitucionales que ameriten 
disponer de oficio la nulidad de todo el procedimiento de registro y de sus actos subsecuentes. 
           Una orden de allanamiento con errores materiales no se equipara a los casos de inexistencia de orden 
o de órdenes de tal laxitud que puedan considerarse órdenes en blanco. Estas últimas situaciones permiten 
nulificar el procedimiento cumplido por agentes estatales sin autorización judicial o con una autorización tan 
amplia que equivale a su ausencia. 
           No es lo mismo ingresar a un domicilio sin orden de un juez que ingresar con una orden judicial. 
(Del voto de los Dres. Díaz, Kauffman, Samsón y Vittar) 
               Corresponde rechazar el recurso de inconstitucionalidad interpuesto contra la resolución que declaró 
la nulidad del allanamiento, de los secuestros y de todos los actos que sean su consecuencia, y en su mérito, 
revocó la prisión preventiva, por La necesidad de que la orden de allanamiento contenga la indicación precisa, 
exacta y cierta de la fecha en que se debe llevar a cabo la medida, lo que está diseccionado a evitar incurrir en 
una delegación de funciones, por su discrecionalidad, en manos de la autoridad administrativa. 
         Constituye una exigencia previa emanada de la función jurisdiccional, el control, aún de oficio, del 
desarrollo del proceso cuando están comprometidos aspectos que atañen al orden público, siendo que la even-
tual existencia de un vicio capaz de provocar una nulidad absoluta y que afecte una garantía constitucional, no 
podría convalidarse.  
        Dentro de un Estado de derecho, el resguardo de la intimidad de las personas debe ser una de las 
garantías esenciales que se deben tutelar porque, más allá de las reservas, hace a la preservación de la libertad 
en su plenitud. 
         La inviolabilidad del domicilio es un bastión que sólo puede ser vulnerado por orden fundada y escri-
ta emanada del juez competente el allanamiento del domicilio es un acto de coerción real limitativo de una 
garantía constitucional, y tanto la resolución como la orden de allanamiento deben estar sometidas al mismo 
rigor de las correspondientes a la medida que acompaña. (Del voto de los Dres. Cornejo, Posadas y Catalano) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo.   DOCTRINA: Dra. 
Galli   CAUSA: “C/C GIRÓN, MIGUEL ÁNGEL – PIEZAS PERTENECIENTES - RE-
CURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD PENAL” (Expte. Nº CJS 37.754/15) (Tomo 202: 
1019/1034 – 18/diciembre/2015) 
 
RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD PENAL . Procedencia. Sentencia que se aparta de la ley 
aplicable. Ley procesal, aplicación. Investigación Penal Preparatoria; plazo; carácter. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de inconstitucionalidad interpuesto a fs. 18/23 vta. 
y, en su mérito, dejar sin efecto la resolución de fs. 15/17. II. ORDENAR que bajen los autos a la Sala que 
corresponda del Tribunal de Impugnación, a los fines del dictado de un nuevo pronunciamiento, con arreglo al 
presente. III. DISPONER se remita testimonio de esta sentencia a la Sala III del Tribunal de Impugnación. 
DOCTRINA: Corresponde hacer lugar al recurso de inconstitucionalidad, si la sentencia se basa en una norma 
que no debía aplicarse, pues el plazo dentro del cual debía practicarse la investigación penal preparatoria se 
encontraba en curso al momento de entrar en vigencia la nueva norma procesal y correspondía aplicarla al 
considerar su duración y vencimiento, por lo cual el pronunciamiento impugnado resulta una variante de las 
sentencias que desconocen o se apartan de la ley aplicable o que aplican la impertinente. 
            La ley procesal rige como principio desde el momento de su dictado. 
           El principio de aplicación de la ley penal más benigna sólo resulta aplicable a normas penales mate-
riales o sustantivas y no cuando estamos frente a normas procesales penales, en cuyo caso rige la norma vi-
gente al momento de la realización del acto procesal únicamente tratándose de normas que afectan la libertad 
ambulatoria, la prohibición de retroactividad regiría incluso si se considerara que revisten carácter procedi-
mental 
          Vencidos los plazos de la investigación penal preparatoria y previo a la solicitud de sobreseimiento, 
se debe requerir al fiscal la emisión de la resolución que corresponda. 
          El plazo previsto en el artículo 241 del Código Procesal Penal es de carácter ordenatorio. 
           Lo establecido en el segundo párrafo del artículo 9º de la Ley 7799 constituye una decisión de políti-
ca procesal penal que corresponde al Poder Legislativo y no agrava la situación del imputado ni vulnera la 
garantía del derecho al plazo razonable, pues en el ejercicio de las citadas competencias, el legislador sólo 
agrega cinco días a un término que, a la vez, ha sido reducido de seis a cuatro meses. (Del voto de los Dres. 
Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo y Posadas) 
              Corresponde el rechazo del recurso de inconstitucionalidad, si no se controvierte de manera eficaz la 
totalidad de los razonamientos donde se apoyan las conclusiones de la alzada. 
             La excepcionalidad de la vía extraordinaria determina que es inadmisible cuando se la dirige contra 



sentencias que versan sobre cuestiones de derecho procesal, por cuanto el recurso de inconstitucionalidad 
local sólo opera en caso de sentencias arbitrarias, a fin de corregir desaciertos de gravedad extrema que las 
descalifiquen como pronunciamientos judiciales válidos, sin que baste para demostrar la existencia de una 
cuestión constitucional alegar la vulneración de derechos tutelados por la Constitución, si no se prueba su 
afectación concreta. (Del voto de los Dres. Kauffman y Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C VAIS, NILDA ELIZABETH - RECURSO DE INCONSTITUCIONALI-
DAD PENAL” (Expte. Nº CJS 37.755/15) (Tomo 202: 685/698-25/noviembre/2015) 
 
RECURSO DE REPOSICIÓN O REVOCATORIA . Requisitos formales que debe contener la queja por 
recurso de inconstitucionalidad denegado. Acordada 11224. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de reposición interpuesto a fs. 8/10.  
DOCTRINA: Corresponde el rechazo del recurso de reposición o revocatoria interpuesto contra la providen-
cia que rechaza “in limine” la presentación de los acusados, si de las constancias de la causa no surge el cum-
plimiento de los requisitos formales exigidos por el Código Procesal Penal y por la Acordada 11224 para dar 
trámite a la queja articulada, tratándose solamente de un escrito donde los imputados expresan su mera volun-
tad de acudir en queja ante la Corte por recurso de inconstitucionalidad denegado, acto carente de sustento 
legal toda vez que no condice con las formalidades que exige su presentación. 
             Si bien la actividad recursiva es un derecho que le asiste al acusado, éste debe traducirse en instan-
cias razonadas, motivo por el cual el derecho de impugnar se encuentra reglamentado mediante el cumpli-
miento de una serie de requisitos formales para su presentación a los fines de organizar la dirección de la 
etapa recursiva, pues su ausencia generaría dispendios jurisdiccionales que podrían afectar la correcta admi-
nistración de justicia.  
         La Acordada 11224 fue dictada en el marco del artículo 153 inciso b) de la Constitución Provincial y 
del artículo 4 del Código Procesal Penal a los fines de establecer los requisitos formales para la admisibilidad 
de la queja y de esa manera brindar mayor eficacia a su trámite para evitar dispendios jurisdiccionales que 
puedan afectar el correcto desenvolvimiento procesal. 
         La calidad de autosuficiencia con la que debe contar el escrito de interposición de la queja, exige que 
éste sea acompañado con las constancias de la causa que resultan necesarias para su examen; entre ellas, muy 
especialmente, la copia de la resolución originariamente recurrida, del recurso interpuesto, del auto denegato-
rio y las demás piezas procesales que hagan a la cuestión planteada. (Del voto de los Dres. Kauffman, Posa-
das, Catalano, Cornejo y Díaz) 
            Corresponde hacer lugar al recurso de reposición y disponer que se dé trámite a la queja “in pauperis 
forma” interpuesta por el imputado, si se advierten en la causa circunstancias concretas, vinculadas con el 
ejercicio de la defensa técnica, en tanto ponen al descubierto una transgresión a la garantía constitucional de 
la defensa en juicio de tal entidad que afecta la validez misma del proceso en esa instancia. 
             Se debe tener al recurso interpuesto por el imputado como “in pauperis forma” en todo caso que por sí 
manifieste su voluntad de apelar dentro del término previsto, a pesar de contar con la debida asistencia técni-
ca, con absoluta independencia de la notificación a la defensa. 
          El ejercicio de la defensa debe ser cierto, de modo tal que quien sufre un proceso penal ha de ser 
provisto de un adecuado asesoramiento legal, que asegure la realidad sustancial de la defensa en juicio. (Del 
voto del Dr. Vittar)  
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz    DOCTRINA: Dra. Galli  CAU-
SA: “C/C AGUIRRE, RUBÉN ÁNGEL; ANDRADA, RODRIGO IVÁN Y OTROS – 
QUEJA POR REC. DE INCOST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 37.925/15) (Tomo 202: 
267/274 - 12 /noviembre/ 2015) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL . Improcedencia. Aplicación e interpretación de normas 
procesales. Doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 74/83 vta.  
DOCTRINA: No procede el recurso extraordinario respecto de decisiones que tienen por objeto la aplicación 
e interpretación de normas procesales y en particular de aquellas referidas a la no admisibilidad de los recur-
sos deducidos por ante los tribunales locales, por tratarse de cuestiones atinentes a la organización de las ins-
tancias locales, salvo que medie demostración de arbitrariedad o de manifiesta afectación de los derechos de 
raigambre constitucional, que deben ser alegados y concretamente demostrados por la parte interesada. 
           La arbitrariedad debe caracterizarse por omisiones o desaciertos de gravedad extrema, lo que confie-
re a la cuestión un carácter excepcional  
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo.   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C CHOROLQUE, JUAN CARLOS – QUEJA POR REC. DE INCONST. 
DENEGADO” (Expte. Nº CJS 37.688/ 15)  (Tomo 202: 01/06 - 05 /noviembre/ 2015) 
 
 



 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL . Improcedencia. Ausencia de cuestión constitucional. Reite-
ración de agravios resueltos en casación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 2172/2192 vta. 
DOCTRINA: Corresponde denegar el recurso extraordinario, si los agravios expuestos resultan reiteración de 
los esgrimidos al interponer el recurso de casación y no logran delinear claramente y con precisión la existen-
cia de cuestión federal ni la trasgresión de alguna garantía constitucional del recurrente o que el fallo contenga 
graves defectos de fundamentación que lo tornen inválido. 
           La correcta deducción del recurso extraordinario  exige que el impugnante demuestre la inconsisten-
cia de las razones expuestas en el fallo que pretende objetar. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano.    DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: "C/C COSTILLA, ÁLVARO GABRIEL; HERRERA, WALTER JESÚS - RE-
CURSO DE CASACIÓN" (Expte. N° CJS 37.398/14)   (Tomo 202: 555/562 - 23 /noviembre/ 
2015) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL . Improcedencia.  Ausencia de sentencia definitiva. Resolu-
ciones que obligan a continuar sometido a proceso penal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 22/31 vta. 
DOCTRINA: Corresponde denegar el recurso extraordinario federal interpuesto contra una providencia dicta-
da por el Presidente de la Corte, a cargo del despacho, que rechazó “in limine” la queja por recurso de casa-
ción denegado por no reunir los requisitos formales establecidos en la Acordada 11224, porque no es senten-
cia definitiva ni equiparable a tal y contra ella el recurrente debió articular los recursos pertinentes a fin de 
provocar una decisión del Tribunal. 
           Las resoluciones cuya consecuencia sea la obligación de seguir sometido a proceso criminal, como es 
el auto de procesamiento cuya confirmación motivara el planteo casatorio, no reúnen, por regla, la calidad de 
sentencia definitiva a los efectos del artículo 14 de la Ley 48. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas  DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: 
“DOHORMAN, DANIEL - QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO” (Expte. 
Nº CJS 37.768/15) (Tomo 202: 275/280 - 12 /noviembre/ 2015) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL . Improcedencia. Cuestiones procesales. Excusación y Recu-
sación de los jueces. Ausencia de sentencia definitiva.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 1248/1254.  
DOCTRINA: Es improcedente el recurso extraordinario federal, pues lo concerniente a la excusación o recu-
sación de los jueces de la causa no justifica, como regla, el otorgamiento del remedio extraordinario, en aten-
ción a la naturaleza procesal del punto y por no mediar sentencia definitiva. 
          Los pronunciamientos que rechazan una recusación con causa no tienen el carácter de sentencia 
definitiva a los fines del recurso extraordinario, máxime si el fallo impugnado cuenta con suficientes funda-
mentos de derecho procesal. 
         Tanto el instituto de la recusación como el de la excusación, constituyen mecanismos de excepción, 
de interpretación restrictiva, con supuestos taxativamente establecidos para casos extraordinarios, cuya apli-
cación provoca el desplazamiento de la legal y normal competencia de los jueces y la consecuente alteración 
del principio constitucional del juez natural, por lo que se debe ser cauto a la hora de seleccionar los casos que 
podrían involucrar un agravio federal manifiesto. 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Vittar, Catalano, Díaz.   DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: “C/C AMAT 
LACROIX, MATÍAS; BUSANICHE ITURRASPE, MARIANO; MONTANERO, AL-
FREDO RAMÓN; MAMANÍ, AMÉRICO RUBÉN; IRIARTE, MARÍA CRISTINA; 
CORNEJO, ROQUE RAMÓN; FLORES CANCLINI, JORGE GUSTAVO; BALDI, 
CARLOS ALBERTO; RIVERO, MARÍA EVA - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 36.418/13) (Tomo 202: 71/76 - 06 /noviembre/ 2015)  
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL . Improcedencia. Falta de debida fundamentación; reitera-
ción de agravios resueltos en casación. Doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 1717/1746.  
DOCTRINA: Deviene improcedente el recurso extraordinario que no contiene una crítica detallada de la 
sentencia impugnada, y donde no se rebaten todos y cada uno de los fundamentos en que se apoya el Tribunal 
para arribar a las conclusiones que agravian al apelante, a cuyo efecto no basta sostener un criterio interpreta-
tivo distinto al seguido al resolver el recurso de casación, ni reiterar argumentos vertidos en etapas anteriores 
del proceso, sobre cuestiones ya resueltas con suficiente fundamentación de derecho. 
         La arbitrariedad debe caracterizarse por omisiones o desaciertos de gravedad extrema, lo que le con-
fiere a la cuestión un carácter excepcional, e impide la apertura de una tercera instancia ordinaria donde pue-
dan discutirse decisiones que se estimen equivocadas.   



TRIBUNAL: Dres. Samsón, Vittar, Catalano, Díaz    DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: “C/C BAIGO-
RRIA, JULIO CÉSAR; CAHEZ, CAROLINA; ARTEAGA, JOSÉ MIGUEL; GUERRE-
RO, JORGE; ARAMAYO, CARLA SOLEDAD - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 37.110/14) (Tomo 202: 07/14 - 05 /noviembre/ 2015)  
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL . Improcedencia. Habeas corpus, apelación. Interpretación 
de normas de derecho público local. Doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 110/117.  
DOCTRINA: Corresponde denegar el recurso extraordinario, si la falta de una crítica adecuada y suficiente de 
las razones en que se apoya la sentencia de la Corte al resolver el recurso de apelación contra la sentencia que 
rechaza la acción de hábeas corpus, dan cuenta que el remedio federal intentado carece también de la debida 
fundamentación. 
        La mera disconformidad con la interpretación y ponderación de las normas en modo alguno justifica 
la tacha de arbitrariedad. 
         La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto abrir una nueva instancia ordinaria cuando no se 
demuestra que el pronunciamiento impugnado contenga graves defectos de fundamentación o de razonamien-
to que lo hagan inválido como acto jurisdiccional. (Del voto de los Dres. Kauffman, Samsón, Díaz, Posadas, 
Vittar, Catalano y Cornejo) 
 
       El recurso extraordinario federal debe ser denegado, si los agravios expuestos sólo ponen de mani-
fiesto una mera discrepancia con la interpretación y aplicación de normas de derecho público local, materia 
ajena a la instancia extraordinaria federal, dado el respeto debido al derecho de los estados provinciales de 
darse sus propias instituciones y regirse por ellas. 
       La inteligencia de cláusulas constitucionales y legales de las provincias son temas extraños a la vía 
del recurso extraordinario federal. 
        La doctrina de la arbitrariedad reviste carácter excepcional, y no resulta apta para corregir sentencias 
que el recurrente estime equivocadas, sino que atiende sólo a supuestos de gravedad extrema en los que se 
verifique un apartamiento palmario de la solución prevista en la ley o una absoluta carencia de fundamenta-
ción. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano y Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Samsón, Díaz, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “VALDEZ, IVÁN IGNACIO – HÁBEAS CORPUS – RECURO DE APELA-
CIÓN” (Expte. Nº CJS 37.604/14)  (Tomo 202: 955/966 – 17/diciembre /2015) 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

     
 
 
 
 
  
 
 
 
 
 
 


